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S E N T E N C I A 

En León, a cuatro de septiembre de dos mil veintiséis. 

Dª María Delgado García, Magistrada de la Plaza Nº 7 de la Sección Civil del 

Tribunal  de  Instancia  de  León,  ha  visto  los  autos  de  juicio  verbal  1446/2025, 

promovidos por el procurador D. Antonio Aláez Gutiérrez, en nombre y representación 

de  D. Guillermo García García, asistido por el letrado D. Daniel Chamorro Blanco 

contra Wizink Bank, S.A., representada por la procuradora Dª Gemma Donderis de 

Salazar  y  asistida  por  la  letrada  Dª Aitana  Bermúdez  Bermúdez,  recayendo  la 

presente resolución sobre la base de los siguientes 

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- Por la representación de D. Guillermo García García se interpuso 

demanda  de  juicio  verbal  contra  Wizink  Bank,  S.A.,  interesando  con  carácter 

principal la declaración de nulidad de la cláusula relativa a intereses remuneratorios 
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por  no  superación  del  control  de  transparencia,  con  todas  las  consecuencias 

inherentes y expresa imposición de costas. 

SEGUNDO.-  La  citada  demanda  fue  admitida  mediante  decreto,  el  cual 

acordó sustanciar la misma por los trámites del juicio verbal. 

La parte demandada presentó escrito de contestación a la demanda.

TERCERO.- Ninguna de las partes solicitó la celebración de vista, quedando 

los autos conclusos para sentencia.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- La  parte  demandante  interesa  con  carácter  principal  la 

declaración de nulidad de la cláusula relativa a  intereses remuneratorios por no 

superación del control de transparencia, con todas las consecuencias inherentes y 

expresa imposición de costas. 

La entidad demandada  impugna la cuantía por entender que la cuantía del 

presente procedimiento no es indeterminada, tal y como postula la parte actora, sino 

que  resulta  posible  fijar  la  cantidad  reclamada,  aunque  no  impugna  el  tipo  de 

procedimiento.

Según el  artículo  255.1  de  la  Ley  de Enjuiciamiento  Civil,  “el  demandado 

podrá  impugnar  la  cuantía  de  la  demanda  cuando  entienda  que,  de  haberse 

determinado de forma correcta,  el  procedimiento a seguir  sería otro,  o resultaría 

procedente el recurso de apelación.” La entidad demandada no impugna el tipo de 

procedimiento. En consecuencia, la parte demandada no puede impugnar la cuantía 

de la demanda y por ello, procede la desestimación de la impugnación realizada. 

Con relación a la no superación del control de transparencia, resulta necesario 

hacer  mención  expresa  a  las  sentencias  154/2025  y  155/2025  dictadas  por  el 

Tribunal Supremo el 30 de enero, la cuales establecen, entre otros extremos:

[…]  “El crédito      revolving      es un crédito al consumo con interés, de duración 



  

indefinida o de duración definida prorrogable de forma automática, concedido a personas 

físicas, en el que el crédito dispuesto no se satisface en su totalidad al final del período de 

liquidación pactado. El consumidor puede disponer hasta el límite del crédito concedido sin 

tener que pagar la totalidad de lo dispuesto en un plazo determinado, sino que reembolsa el 

crédito dispuesto de forma aplazada sin una duración determinada, mediante el pago de 

cuotas periódicas cuyo importe puede consistir en una cantidad fija o en un porcentaje de la 

cantidad dispuesta, siendo habitual que la entidad financiera fije, por defecto, una cantidad o 

un porcentaje bajo, lo que alarga significativamente el plazo de amortización y supone la 

generación de una gran cantidad de intereses al amortizarse poco capital en cada cuota. El 

límite del  crédito disminuye según se dispone de  él  mediante adquisiciones de bienes o 

servicios, disposiciones de efectivo, transferencias del crédito concedido, etc. A su vez, el 

crédito disponible se repone, fundamentalmente con la parte de las cuotas destinada a la 

amortización del capital y que el prestatario paga periódicamente. Por tanto, el crédito se 

renueva de manera automática en el vencimiento de cada cuota (habitualmente, mensual) 

por lo que es un crédito rotativo o revolvente, equiparable a una línea de crédito permanente.

En la      sentencia de pleno 149/2020, de 4 de marzo, mencionamos algunos de los 

riesgos que presenta este tipo de crédito, cuando afirmamos:

«Han de tomarse además en consideración otras circunstancias concurrentes en este 

tipo de operaciones de crédito, como son el público al que suelen ir destinadas, personas 

que por sus condiciones de solvencia y garantías disponibles no pueden acceder a otros 

créditos menos gravosos, y las propias peculiaridades del crédito revolving, en que el límite 

del crédito se va recomponiendo constantemente, las cuantías de las cuotas no suelen ser 

muy elevadas en comparación con la deuda pendiente y alargan muy considerablemente el 

tiempo durante el que el prestatario sigue pagando las cuotas con una elevada proporción 

correspondiente a intereses y poca amortización del capital, hasta el punto de que puede 

convertir al prestatario en un deudor «cautivo», y los intereses y comisiones devengados se 

capitalizan para devengar el interés remuneratorio».

El Banco de España también ha hecho referencia a las consecuencias financieras 

que puede tener esta peculiaridad del crédito      revolving, que puede dar lugar a lo que 

dicho organismo califica como «efecto de bola de nieve», que es el riesgo de encadenarse a 

una deuda indefinida, que nunca se termina de pagar.

Estas  consecuencias  negativas  para  el  consumidor  pueden  producirse  por  la 

conjunción  de  varios  factores:  el  carácter  indefinido  o  prorrogable  automáticamente  del 

crédito; el límite del crédito se va recomponiendo constantemente; el elevado tipo de interés; 

la  escasa  cuantía  de  las  cuotas,  bien  porque  han  sido  establecidas  por  defecto  en  el 

contrato, bien porque han sido elegidas por el consumidor por el atractivo de ser asumibles 

en el corto plazo pero que van acrecentando un problema que se hará cada vez más serio a 

largo plazo pues suponen que se amortice muy poco capital; y, en su caso, el anatocismo en 



  

caso de impago de alguna cuota,  comisión o indemnización de modo que el  interés de 

demora se calcula sobre la totalidad de la cantidad adeudada, incluyendo capital, intereses, 

indemnizaciones y comisiones.

En consecuencia, es preciso que el consumidor reciba una información sobre estas 

características y estos riesgos, con un contenido y presentación adecuada y en el momento 

oportuno.

5.-      El momento en que debe facilitarse la información.      Respecto del momento 

en que debe facilitarse la información, ya hemos hecho referencia a la doctrina del TJUE que 

resalta la importancia de que la información sea facilitada al consumidor antes de celebrar el 

contrato. También la normativa nacional aplicable cuando se celebró el contrato establecía 

esta obligación de informar con antelación a la celebración del contrato. El      art. 60.1 del 

texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios, en la 

redacción vigente cuando se celebró el contrato, establecía:

«Antes de que el  consumidor y usuario quede vinculado por un contrato u oferta 

correspondiente, el empresario deberá facilitarle de forma clara y comprensible, salvo que 

resulte  manifiesta  por  el  contexto,  la  información relevante,  veraz  y  suficiente  sobre  las 

características  principales  del  contrato,  en  particular  sobre  sus  condiciones  jurídicas  y 

económicas».

En lo que se refiere concretamente a la normativa sectorial sobre crédito al consumo, 

el      art. 5 de la Directiva 2008/48/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de abril 

de 2008, relativa a los contratos de crédito al consumo, establece en dos de sus apartados: 

[…]

En desarrollo de esta directiva, la Ley 16/2011, de 24 de junio, de contratos de crédito 

al consumo, en la redacción aplicable al caso por razones temporales, establece:

«Artículo 10. Información previa al contrato.[...]

»Artículo 11. Asistencia al consumidor previa al contrato. [...]

Esta  norma es  desarrollada  por  la  Orden  EHA/2899/2011,  de  28  de  octubre,  de 

transparencia y protección del cliente de servicios bancarios, que, en la redacción aplicable 

por razones temporales, establece:

«Artículo 6. Información precontractual.

»Las entidades de crédito deberán facilitar de forma gratuita al cliente de servicios 

bancarios toda la información precontractual que sea legalmente exigible para adoptar una 

decisión informada sobre un servicio bancario y comparar ofertas similares. Esta información 

deberá ser clara, oportuna y suficiente, objetiva y no engañosa y habrá de entregarse con la 

debida antelación en función del tipo de contrato u oferta y, en todo caso, antes de que el 

cliente quede vinculado por dicho contrato u oferta».



  

En  este  caso,  como  se  ha  expresado  al  resolver  el  recurso  extraordinario  por 

infracción procesal, la información consistente en el clausulado del contrato y en la ficha con 

el  formato  de  la  Información  Normalizada  Europea  no  se  entregó con  antelación  a  la 

suscripción del contrato. El contrato se suscribió electrónicamente y la fecha que aparece en 

el contrato y en la ficha INE es la misma de la primera utilización de la tarjeta.

El  hecho  de  que  la  tarjeta  pueda  comenzar  a  utilizarse  con  posterioridad  a  la 

celebración del contrato y no necesariamente en el momento de la suscripción del contrato, 

no exime al profesional de facilitar esa información con antelación suficiente a la celebración 

del contrato pues, una vez celebrado este, el consumidor puede hacer uso inmediato del 

crédito facilitado y sufrir las consecuencias derivadas de los riesgos del sistema      revolving  

a que hemos hecho referencia, antes de haber analizado la información.

6.-      El  contenido de la  información.      En lo  que respecta  al  contenido,  la 

información que debe suministrarse al consumidor al que se le ofrece una tarjeta con la 

modalidad      revolving      debe cumplir con las exigencias establecidas en la normativa 

nacional y con aquellas que el TJUE ha extraído de la      Directiva 93/13/CEE.

Debe  exponer,  de  manera  transparente  por  su  contenido,  forma  de  expresión  y 

ubicación en el documento, el funcionamiento concreto del mecanismo de recomposición del 

capital  y  su influencia en la liquidación de los intereses y en la amortización del  capital 

dispuesto, especialmente en los supuestos de incremento notable del riesgo, ya indicados: 

cuando la cuota periódica de pago no es elevada pero sí lo es el tipo de interés; y cuando se 

produce  un  impago  y  la  capitalización  de  los  intereses  y  las  comisiones  devengadas 

prolonga indefinidamente el pago de la deuda porque las cuotas periódicas, que por defecto 

se fijan en una cuantía mínima, apenas amortizan capital. Debe informarse, por tanto, de la 

relación entre  la  elevada TAE,  el  mecanismo de recomposición del  capital  y  las  demás 

cláusulas  con trascendencia  en  la  creación de  los  riesgos  descritos,  de  manera  que el 

consumidor esté en condiciones de valorar, basándose en criterios precisos e inteligibles, las 

consecuencias económicas que se deriven para él.

En concreto, en lo que respecta al anatocismo, constituye una previsión contractual 

lícita, pero excepcional y con efectos significativamente gravosos para el consumidor, que 

requiere, por tanto, información clara al consumidor y que la redacción de la cláusula sea 

inteligible  para  el  consumidor  medio,  como  requisito  para  que  pueda  ser  considerada 

transparente.

En consecuencia, la información debe permitir al consumidor medio comprender el 

producto ofertado, tomar conciencia de los riesgos que se derivan del plazo indefinido o 

prorrogable  automáticamente,  el  elevado  tipo  de  interés,  la  recomposición constante  del 

crédito, la escasa amortización del capital en el caso de cuotas bajas, y el anatocismo; y, 

asimismo debe permitirle comparar las diversas ofertas, tal como exige el art. 10 de la Ley 

de  contratos  de  crédito  al  consumo,  pues  para  optar  por  una  u  otra  modalidad  de 



  

amortización es  necesario  que  las  comprenda.  Por  tanto,  es  necesaria  una  información 

diferenciada sobre las características, los costes y los riesgos de las tres modalidades de 

financiación que por lo general son electivas, por más que en muchos casos se aplique, por 

defecto, la modalidad      revolving. Porque la diferencia de la modalidad      revolving      con 

la modalidad de pago aplazado a fin de mes, sin intereses, puede ser fácil de comprender, 

pero no lo es tanto la diferencia entre la modalidad de pago aplazado, que es en realidad un 

préstamo al consumo, parecido a la compra a plazos, y la modalidad      revolving.

Para cumplir tales exigencias no es suficiente que la información contenga la TAE. En 

términos  comprensibles  para  el  consumidor  medio,  la  información  debe  indicar  que  el 

sistema de amortización es del tipo      revolving; debe establecer cuál es la cuota mensual 

(bien en una cantidad determinada, bien en un porcentaje de la cantidad dispuesta); debe 

establecer cuál  es la duración del contrato; debe indicar si, y en qué casos, el interés se 

devengará no  solo  respecto  del  capital  dispuesto  sino  también  respecto  del  total  de  la 

cantidad adeudada (incluyendo intereses,  comisiones e indemnizaciones devengadas);  y 

deberá contener unos ejemplos adecuados tanto para comprender los riesgos del sistema 

como para permitir la comparación con otras modalidades de amortización o con las ofertas 

de otras entidades financieras. Es preciso que la información incida sobre la forma en que 

esa elevada TAE opera en la propia economía del contrato, dada las particularidades del 

sistema de amortización y las demás cláusulas a que se ha hecho referencia. Y debe hacerlo 

de  modo  claro  y  comprensible,  no  de  una  forma  dispersa  a  lo  largo  de  un  extenso 

documento  y  en  términos  poco  expresivos  de  los  riesgos  del  sistema  de  amortización  

revolving, como es el caso objeto de este recurso.

Estas exigencias,  para el  caso de contratos a los que sea aplicable por razones 

temporales, están actualmente explicitadas en la Orden ETD/699/2020, de 24 de julio, de 

regulación del crédito revolvente y por la que se modifica la Orden ECO/697/2004, de 11 de 

marzo, sobre la Central  de Información de Riesgos, la Orden EHA/1718/2010, de 11 de 

junio, de regulación y control de la publicidad de los servicios y productos bancarios y la 

Orden  EHA/2899/2011,  de  28  de  octubre,  de  transparencia  y  protección  del  cliente  de 

servicios bancarios.

El sistema de amortización      revolving      no es simplemente un sistema como el de 

pago  aplazado,  que  puede  considerarse  un  simple  préstamo  al  consumo  que  se  va 

amortizando en cuotas periódicas durante un periodo determinado. Ya hemos expuesto sus 

peculiares características y los riesgos que conllevan, significativamente superiores a los de 

un simple préstamo al consumo. No se trata solo de que el mayor aplazamiento generará 

mayores intereses, conocimiento que alcanza al consumidor medio; o que, por su propia 

naturaleza, no pueda fijarse      ex ante      el coste total del crédito ni establecer un cuadro 

de amortización. La duración indefinida o prorrogable del contrato de crédito      revolving  

resulta relevante y ha de ser puesta en relación con el mecanismo de reconstitución de la 



  

deuda, especialmente si  el  contrato contempla la capitalización de los intereses y/o una 

cuota mínima por defecto de cuya incidencia en el coste del crédito es necesario advertir con 

suficiente claridad.

Con  la  información  contenida  en  el  contrato  y  en  la  ficha  INE  entregada  a  la 

demandante,  un  consumidor  medio,  normalmente  informado,  razonablemente  atento  y 

perspicaz,  no  es  capaz  de  tomar  conciencia  de  la  naturaleza  y  consecuencias  del 

mecanismo de amortización      revolving, los elevados costes que pueden suponerle y los 

riesgos de terminar siendo un «deudor cautivo» que tal sistema puede implicar.

7.-      Valoración del carácter abusivo de las cláusulas, una vez determinada su falta 

de transparencia.      Una vez que se ha determinado que la cláusula relativa al interés del 

crédito,  considerada  conjuntamente  con  el  resto  de  las  cláusulas  del  contrato  y,  más 

concretamente, las relativas al sistema de amortización      revolving, no es trasparente, es 

necesario valorar si es abusiva.

Cuando un tribunal  considera que una cláusula contractual  no está redactada de 

manera clara y comprensible a efectos del      artículo 4, apartado 2, y      5 de la citada 

Directiva 93/13/CEE, le  incumbe examinar  si  tal  cláusula es abusiva en el  sentido del   

artículo  3,  apartado  1,  de  esa  misma  Directiva.  La  falta  de  transparencia  no  supone 

automáticamente  que  una  cláusula  contractual  sea  considerada  abusiva  en  virtud  del   

artículo 3, apartado 1, de la Directiva 93/13/CEE pues la mera circunstancia de que una 

cláusula no esté redactada de manera clara y  comprensible  no le  confiere,  por  sí sola, 

carácter abusivo. Esto significa que, aun estableciendo que una cláusula cubierta por el   

artículo 4, apartado 2, de la Directiva 93/13/CEE no es clara ni comprensible, su carácter 

abusivo debe todavía evaluarse con arreglo a los criterios establecidos en el  artículo 3, 

apartado 1. Así lo ha declarado el      TJUE desde la sentencia de 26 de enero de 2017, 

C-421/14,      Banco Primus, apartados, 62 a 67, habiéndolo reiterado en      sentencias como 

la de 3 de octubre de 2019,      Kiss y CIB Bank, C-621/17, apartado 49 , y      de 13 de julio 

de 2023, C-265/22,      Banco Santander, apartado 66.

Sin embargo,  en la medida en que las cláusulas contractuales no sean claras ni 

comprensibles, esta circunstancia puede contribuir a concluir que una cláusula contractual 

es abusiva en virtud del      artículo 3, apartado 1, de la Directiva 93/13/CEE, o incluso puede 

indicar su carácter abusivo. La transparencia de una cláusula contractual que exigen los   

arts. 4.2 y      5 de la Directiva 93/13/CEE (más exactamente, su falta de transparencia) es 

uno de los elementos que deben tenerse en cuenta para apreciar si tal cláusula es abusiva 

(por  todas,  las  recientes      sentencias de 13 de julio  de 2023,  C-265/22,      Banco 

Santander, apartado 66 ,  y      de 12 de diciembre de 2024, C-300/23,      Kutxabank, 

apartado 110).

Pues bien, de manera similar a como hemos declarado en los supuestos de cláusulas 

suelo o de préstamos en divisas, en el caso de las tarjetas      revolving,      la falta de 



  

transparencia de la cláusula relativa a la TAE, valorada junto con las cláusulas relativas al 

sistema de amortización, el anatocismo y la escasa cuota mensual, no es inocua para el 

consumidor,  sino que provoca un grave desequilibrio,  en contra de las exigencias de la 

buena fe,  puesto que,  al  ignorar  los riesgos significativos que entraña dicho sistema de 

amortización, no puede comparar la oferta con las de otros sistemas de amortización y se 

compromete en un contrato que puede tener  para  él  graves consecuencias pues puede 

terminar siendo lo que hemos venido en llamar un «deudor cautivo» y el Banco de España 

denomina «efecto bola de nieve».

Son  también  circunstancias  relevantes  para  la  valoración  de  la  buena  fe  del 

predisponente necesaria para apreciar  la  abusividad de estas cláusulas la  incitación por 

parte del profesional a la contratación en la modalidad      revolving      en los términos más 

proclives  a  acentuar  tales  riesgos,  como  resulta  de  su  comercialización  fuera  de 

establecimientos  financieros  (en  las  estaciones  de  tren,  autobús,  aeropuerto  o  centros 

comerciales  tales  como  hipermercados,  grandes  superficies  de  electrodomésticos  y 

electrónica, etc.), con denominaciones que ocultan esos riesgos e incitan a su contratación 

(«cuota  fácil» en  este  caso),  con  previsiones  contractuales  en  las  que,  por  defecto,  se 

contrata el sistema      revolving      y/o las cuotas de escasa cuantía que incrementan el 

pago de intereses y prolongan el plazo de amortización.

La consecuencia de lo expuesto es que ha de confirmarse el carácter abusivo de la 

cláusula que fija el interés remuneratorio en el contrato objeto de este litigio, declarado en la 

sentencia  de  primera instancia,  y  desestimar  el  recurso  de  apelación interpuesto  por  la 

entidad financiera demandada.”

En este caso, consta acreditado documentalmente que la contratación no se 

realizó en una entidad financiera.  No se ha acreditado la  realización de la  labor 

explicativa y aclaratoria  previa necesaria  para la  formalización del  contrato en el 

sentido exigido por  los  artículos 10 y  11 de la  Ley 16/2011,  de 24 de junio,  de 

contratos de crédito al consumo e incluyendo el mismo una condición general cuya 

trascendencia  jurídica  y  económica  no  es  advertida  por  un  consumidor  medio, 

procede  decretar  la  nulidad  de  la  misma  por  no  superación  del  control  de 

transparencia, cláusula que por definir uno de los elementos esenciales del contrato, 

es decir, los intereses remuneratorios, implica además la nulidad del propio contrato 

por dejar al mismo vacío de contenido. 

SEGUNDO.- En cuanto a la prescripción de la acción de restitución, procede 

hacer mención a la sentencia dictada por el  Tribunal Supremo el  14 de junio de 

2024, la cual establece:



  

[…] “SÉPTIMO.-    Aplicación al caso de la jurisprudencia del TJUE  

  1.-  Cuando se planteó por esta sala la petición de decisión prejudicial eran dos, 

básicamente, las cuestiones a resolver: (i) cómo salvar la aparente contradicción (aporía) 

entre el hecho de que la acción de nulidad de la cláusula de gastos fuera imprescriptible y la 

acción de restitución, que sí lo era, no comenzara hasta que se resolviera la primera; y (ii) 

cuál sería el dato fundamental de cognoscibilidad por parte del consumidor de la abusividad 

de la cláusula que permitiría fijar  el  día inicial  del plazo de prescripción de la acción de 

restitución conforme al  art. 1969 CC  (el «día en que [las acciones] pudieron ejercitarse»).

2.-La jurisprudencia del TJUE sobre esta materia y muy especialmente la  STJUE de 

25 de abril de 2024 (C-561/21) que da respuesta a nuestra petición de decisión prejudicial, 

ha establecido, resumidamente, que:

(i) La  Directiva 93/13  no se opone a que la prescripción de la acción de reclamación 

de gastos hipotecarios comience el día en que adquirió firmeza la sentencia que declaró el 

carácter abusivo de la cláusula de gastos, por ser el momento en que el consumidor tiene un 

conocimiento cierto de la irregularidad de la cláusula; y sin que esto atente al principio de 

seguridad jurídica, pues es el propio profesional el que, prevaliéndose de su posición de 

superioridad, ha generado una situación que la  Directiva 93/13  prohíbe y pretende evitar. 

(ii) (iii) Ello, sin perjuicio de que el profesional tenga la facultad de probar, en cada caso, que 

ese consumidor tenía o podía razonablemente tener conocimiento de la abusividad de la 

cláusula  antes  de  dictarse  una  sentencia  que  declare  su  nulidad,  aportando  al  efecto 

pruebas concretas sobre sus relaciones con ese consumidor, de conformidad con el régimen 

nacional de la prueba que resulte de aplicación. De hecho, en la formulación realizada por el 

TJUE,  esta  facultad  del  profesional  se  erige  como  el  único  límite  a  que  las  acciones 

restitutorias sean imprescriptibles. (iv) (v) No cabe computar el plazo desde la fecha en la 

que el Tribunal Supremo dictó una serie de sentencias en las que declaró abusivas ese tipo 

de cláusulas, o desde la fecha de determinadas sentencias del TJUE que confirmaron que, 

en principio, los plazos de prescripción para las acciones de restitución son conformes con el 

Derecho de la Unión, siempre que respeten los principios de equivalencia y de efectividad. 

Porque la  declaración de abusividad de un tipo  de cláusula  no entraña la  de todas las 

cláusulas de esa clase, sino que el examen de la abusividad debe realizarse, caso por caso, 

considerando todas las circunstancias que concurran en su celebración, por lo que no cabe 

presumir que una determinada cláusula contractual es abusiva, pues tal calificación puede 

depender  de  las  circunstancias  específicas  de  la  celebración  de  cada  contrato  y, 

especialmente, de la información concreta que cada profesional haya proporcionado a cada 

consumidor. (vi) Además, como añaden las  SSTJUE de 25 de abril de 2024 (párrafo 41, en 

dictada en el asunto C 484/21 , y  48, en la dictada en el asunto C 561/21), a falta de 



  

obligación del profesional de informar al consumidor sobre esta cuestión, no cabe presumir 

que el consumidor pueda razonablemente tener conocimiento de que una cláusula contenida 

en su contrato tiene un alcance equivalente al de una cláusula tipo que el tribunal supremo 

nacional ha declarado abusiva.

3.-   No corresponde a esta sala hacer consideraciones de orden doctrinal sobre el 

contenido de esa jurisprudencia del TJUE, ni sobre sus implicaciones en el sistema general 

de Derecho privado de los diferentes Estados miembros de la Unión. Tampoco optar por 

soluciones no previstas en el ordenamiento jurídico español, por más que,  de lege ferenda , 

pudieran resultar plausibles o convenientes.

Igualmente,  tampoco procede plantear  una nueva petición de decisión prejudicial, 

como  sugiere  la  parte  demandada  en  su  escrito  de  alegaciones  tras  el  dictado  de  la 

sentencia por el TJUE. Consideramos que con la jurisprudencia del  TJUE a que hemos 

hecho ya referencia la cuestión constituye ya un acto aclarado (STJ de 6 de octubre de 

1982,  Cilfit , C-283/81 , y  STJUE de 6 de octubre de 2021,  Consorzio Italian Management  

e Catania Multiservizi , C-561/19 ) .

Por ello, únicamente procede dictar una sentencia que asuma lo resuelto por el TJUE 

(por todas,  SSTJUE de 5 de octubre de 2010,  Elchinov , C-173/09 ; de 19 de abril de 2016, 

DI , C-441/145; y  de 1 de julio de 2016,  Ognyanov , C-614/14  ); y cumplir la función que, 

como tribunal de casación, nos corresponde en orden a la armonización de la interpretación 

del Derecho nacional y en aras de la seguridad jurídica (  SSTJUE de 7 de agosto de 2018, 

asuntos acumulados C96/16  y  C- 94/17 , y 14 de marzo de 2019,  C-118/17  ).

  4.-  En consecuencia, salvo en aquellos casos en que la entidad prestamista pruebe 

que, en el marco de sus relaciones contractuales, ese concreto consumidor pudo conocer en 

una fecha anterior que esa estipulación (cláusula de gastos) era abusiva, el día inicial del 

plazo  de  prescripción  de  la  acción  de  restitución  de  gastos  hipotecarios  indebidamente 

pagados por un consumidor será el de la firmeza de la sentencia que declara la nulidad de la 

cláusula que obligaba a tales pagos.

   OCTAVO.-    Decisión de la Sala sobre el recurso de casación  

1.-  En la fecha en que se celebró el contrato litigioso, el  art. 1964 CC  establecía un 

plazo de prescripción de quince años para las acciones de esta naturaleza, si bien la Ley 

42/2015, de 5 de octubre, redujo ese plazo a cinco años (sobre el régimen transitorio de  esa 

reforma, sentencia 29/2020, de 20 de enero).

   2.-   Al  no haber  probado la  parte  demandada que los consumidores tuvieran 

conocimiento de la abusividad de la cláusula de gastos antes de la firmeza de la sentencia 



  

que declaró su nulidad, no cabe considerar que la acción de restitución estuviera prescrita 

(de hecho, ni siquiera había comenzado el cómputo del plazo), por lo que el primer motivo 

de casación debe ser estimado. Y, sin necesidad de examinar los restantes motivos, que 

atañen a la imposición de costas que queda resuelta por la confirmación de la sentencia de 

primera instancia, debe desestimarse el recurso de apelación de la entidad prestamista y 

confirmarse la sentencia de primer grado.”

De  conformidad  con  el  criterio  jurisprudencial  expuesto,  en  el  presente 

supuesto no concurre prescripción. Tal y como ha resuelto el Tribunal Supremo, la 

entidad prestamista ha de probar que “en el marco de sus relaciones contractuales, 

ese concreto consumidor pudo conocer en una fecha anterior que esa estipulación 

era abusiva”. El examen de abusividad debe realizarse caso por caso, teniendo en 

cuenta todas las circunstancias que concurran en la celebración del contrato, sin que 

pueda  presumirse  sin  más  que  una  concreta  cláusula  es  abusiva  ya  que  tal 

calificación depende también de las circunstancias específicas de la celebración del 

contrato  y,  especialmente,  de la  información concreta que cada profesional  haya 

proporcionado a cada consumidor. En este caso, lo aportado por parte de la entidad 

demandada no acredita en modo alguno el conocimiento, real ni  potencial,  de la 

nulidad  de  la  cláusula  por  parte  del  demandante  y  en  consecuencia,  la  acción 

restitutoria no puede considerarse prescrita.

TERCERO.- Según el artículo 394 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, las costas 

se impondrán a la parte que haya visto rechazadas todas sus pretensiones. 

Tal y como establece entre muchas otras, la sentencia dictada por el Tribunal 

Supremo el 4 de diciembre de 2025, “Es pacífica y extensa la jurisprudencia de esta 

sala que, desde la sentencia 35/2021, de 27 de enero, declara que, estimada la 

acción de nulidad por ser abusiva una determinada cláusula, aunque no se estimen 

la  totalidad  de  todas  las  cláusulas  impugnadas  en  los  términos  inicialmente 

establecidos en la demanda, o la totalidad de las pretensiones restitutorias, procede 

la imposición de las costas de la primera instancia al banco demandado, conforme 

con la sentencia del TJUE de 16 de julio de 2020, C-224/19 y C-259/19.”

En consecuencia,  en el  presente supuesto,  se acuerda su imposición a la 

parte demandada, no apreciándose la existencia de dudas de hecho ni tampoco de 



  

derecho, a la vista de los pronunciamientos jurisprudenciales ya existentes en la 

presente materia.

Vistos  los  preceptos  legales  citados  y  demás  de  general  y  pertinente 

aplicación, 

FALLO

SE ESTIMA la demanda interpuesta por  D. Guillermo García García contra 

Wizink Bank, S.A., por lo que  debo declarar y declaro  la nulidad del contrato de 

tarjeta Visa Cepsa Porque Tú Vuelves de 26 de febrero de 2016, por no superación 

del  control  de  transparencia  y  abusividad  en  lo  que  respecta  a  los  intereses 

remuneratorios y, en consecuencia, debo condenar y condeno a la demandada a 

abonar la parte demandante todas las cantidades que hubiera aplicado en exceso 

del capital prestado, más el interés legal desde la fecha en que se produjeron tales 

pagos,  según  se  determine  en  ejecución  de  sentencia,  todo  ello  con  expresa 

imposición de las costas procesales a la parte demandada.

Notifíquese esta sentencia a las partes, haciéndoles saber que no es firme y 

que contra la misma cabe interponer recurso de apelación que deberá presentarse 

en el plazo de veinte días a contar desde el día siguiente a su notificación ante la 

Ilma. Audiencia Provincial de León. 

Así por esta mi sentencia, lo pronuncio, mando y firmo. 


		2026-09-04T13:35:37+0200
	DELGADO GARCIA MARIA JOSE - DNI 53533578C




